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El partidismo en el Consejo General del Poder Judicial

Jesús E. PECES MORA TE

La reciente designación de vocales para el Con-
sejo General del Poder Judicial ha reabierto la po-
lémica acerca del sistema establecido por el artículo
112 de la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial,
objeto en su día de recurso de inconstitucionalidad,
que finalizó por sentencia, de fecha 29 de julio de
1986, declarando dicho precepto conforme al artícu-
lo 122.3 de la Constitución, al tiempo que advertía
de los riesgos de una posible actuación contraria al
espíritu de la norma constitucional, ya que ciertos
ámbitos de poder, y señaladamente el Poder Judi-
cial, han de mantenerse al margen de la lucha de
los partidos.

Quienes hace cinco años fueron ardorosos pala-
dines de la entonces mal llamada «enmienda San-
drés», en lugar de poner en tela de juicio, al menos,
su certidumbre, admitiendo la posibilidad de haber-
se equivocado, se limitan a lamentarse de lo suce-
dido estos días, arrojando culpas y responsabilida-
des a diestro y siniestro, con olvido de que no se
pueden «pedir peras al olmo» y de que la adverten-
cia del Tribunal Constitucional no era gratuita. Los
infalibles, con lenguaje periclitado, aseguran que
«se equivocan quienes piensen que cualquier tiem-
po pasado fue mejor. Se equivocan o quizá olvidan
que el gobierno del poder judicial no es un bien pa-
trimonial de los jueces, sino de la sociedad en su
conjunto. (...) La solución no está entonces en vol-
ver a fórmulas del pasado que darían paso, entre
otras cosas, a un Consejo General del Poder Judi-
cial dominado por las querellas y los intereses cor-
porativos de los jueces, sino a dotar a la elección
parlamentaria de la seriedad, transparencia y relie-
ve institucional que requiere». Este tosco análisis,
que califica de fórmulas del pasado la establecida
en varios sistemas judiciales vigentes, presumible-
mente prevista por nuestra Constitución y recogida
por la legislación hasta que la enmienda propiciada
por tan preclaros defensores prosperó, no merece
comentarios. La mejor respuesta es remitirles a las
consideraciones que Andrés Ibáñez dedicó a la re-
forma en la obra El Poder Judicial, publicada en el
año 1986, donde aseveró que «el nuevo sistema de
elección hace difícil pensar siquiera en una política
judicial que no sea mecánicamente coincidente con
la política de los partidos, que no responda de una
forma mimética, antes que a otra cosa, a las coyun-

turales exigencias de las coyunturales mayorías
parlamentarias» .

Lo sucedido con el presente nombramiento de los
miembros del Consejo (como en el anterior) apare-
ce bajo el significado de la denominación y no de la
elección. Los cabildeos que hoy y antaño nos han
deparado se asemejan más a un cónclave que a un
congreso, aunque éstos cada día tienen más apa-
riencia de conciliábulo que de ágora. Esta realidad
no es, sin embargo, inquietante, porque han sido
más y mayores los errores de las asambleas que los
de las camarillas de notables. La histqria así lo de-
muestra. Cualquier tribunal unipersonal no hubiese
condenado a Sócrates, que lo fue por un colegio de
quinientos cincuenta y seis jueces, de los que dos-
cientos ochenta y uno votaron su condena y dos-
cientos setenta y cinco su absolución. Ciertamente
que otro juicio injusto, no menos famoso que aquél,
fue fallado por un único y escéptico juez, si bien ce-
diendo perversamente a las violentas presiones del
populacho, encabezado por un sanedrín.

Cuando se publicó la indicada enmienda, tuve
ocasión de decir que «teorías y principios al margen,
y quiérase o no, el sistema parlamentario, impres-
cindible para cualquier democracia, necesita ciertas
correcciones para contrarrestar la excesiva influen-
cia que en él ejercen los núcleos de poder de los par-
tidos políticos, regidos por el centralismo democrá-
tico. En consecuencia, el nombramiento de todos los
miembros del Consejo General del Poder Judicial
por el Parlamento vendrá determinado por el juego
de los intereses de las ejecutivas de los partidos y
por el clientelismo político». (Diario 16, de 19 de mar-
zo de 1985.) No pretendo echar en cara a mis nu-
merosos contradictores de entonces que el tiempo
me ha dado la razón, porque ahora, ni yo mismo, no
obstante lo ocurrido, estoy convencido o seguro de
que «anduviera en verdad», al valer más la tozuda
realidad que cualquier razonamiento. Las cosas son
como son y no como querríamos que fuesen. Lo que
pasa es que esta verdad de Perogrullo no quiere de-
cir que lo que sucede es lo mejor que hubiese po-
dido acontecer. La historia es como es, pero de los
errores se pueden obtener enmiendas para el futu-
ro. No parece que, en la actualidad, pueda ni deba
hacerse una corrección legal, pero sí es posible y ne-
cesaria una rectificación de los modos y las formas.
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Estos son imprescindibles para la convivencia entre
quienes discrepan.

Con ocasión de esta aciaga nominación de Con-
sejeros se han propuesto, a mi modesto entender
con cierta ingenuidad, algunos mecanismos legales
correctores del sistema parlamentario. Se olvida que
las leyes no transforman los usos, entre otras razo-
nes porque éstos son determinantes del incumpli-
miento de aquéllas, de manera que, a pesar de su
letra, las prácticas seguirían siendo las de siempre.
El respeto a la ley, como síntesis de la voluntad co-
lectiva, nace de una concepción pactista o contrac-
tualista de la sociedad, muy alejada de nuestro mo-
delo de convivencia, al que no es extraño la produc-
ción de normas contra algo o alguien. Fue el caso
de la citada enmienda de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y por ello hoy se padecen las consecuen-
cias.

Opino que, una vez establecido el sistema, no es
fácil su corrección, y quienes hoy lo critican serán
mañana sus más ardientes defensores si de él pue-
den obtener alguna ventaja. La frontal oposición sos-
tenida cuando se instauró se ha convertido, a estas
alturas, en complicidad al obtener una sustanciosa
cuota de reparto. A los más honestos defensores del
citado mecanismo de designación de Vocales para
el Consejo General del Poder Judicial habría que re-
cordarles cómo el optimismo de lo nuevo ha de com-
paginarse con un prudente escepticismo por los re-
sultados y cómo el deseo dista un largo trecho de
la realidad. «Muchos -decía Maquiavelo- han ima-
ginado repúblicas y principados que nunca vieron ni
existieron en realidad. Hay tanta distancia de cómo
se vive a cómo se debería vivir, que el que deja el
estudio de lo que se hace para estudiar lo que se
debería hacer aprende más bien lo que ha de obrar
su ruina que lo que ha de preservarle de ella.» (El
Príncipe.)

La intriga política, a través de un sistema parla-
mentario con gran influencia en la Justicia, fue cla-
ramente descrita por Raimundo Poincaré, al afirmar
que «con el predominio del Parlamento sobre el Eje-
cutivo, el centro de gravedad del mecanismo que in-
fluye sobre los jueces se ha desplazado hacia aquél:
el ejecutivo es el mero instrumento de la acción del
legislativo sobre los jueces, que a su vez tienen en
éste una defensa contra los excesos de gobierno.
Aquel poder actúa no sólo por injerencias persona-
les de sus miembros, sino como poder, ordenando
investigaciones, autorizando interpelaciones sobre
asuntos judiciales, prescribiendo al ministro determi-
nada actitud o conducta; todo ello hace sentir a los
jueces el peso de cada miembro del legislativo en
sus posibilidades de mejora y hace urgente y nece-
sario protegerle del abuso de esta intervención.
Todo lo que se haga para separar la política de la
justicia, confinando a cada una en sus dominios res-
pectivamente, será obra de salud pública. Si el juez
no llega a liberarse de la tutela parlamentaria, bien
pronto desaparecerá la autoridad de la justicia. Y en-
tonces no habrá necesidad de escribir y leer ensa-
yos sobre el arte de juzgar: el arte de intrigar será
bastante». (Prólogo a la obra Essai sur /'art de ju-
ger, de G. Ransson. 1912.)

No es. sin embargo. la atribución de la designa-

ción de cargos judiciales a instituciones políticas, do-
minadas por los partidos, causa segura de manipu-
lación de la Justicia. La realidad demuestra que la
independencia de los jueces no se resiente tanto por
el método de designación o elección de los jueces
cuanto por la forma del ejercicio de la jurisdicción.
Si éstos están ordenados dentro de un sistema fun-
cionarial, cualquiera que sea la forma de selección
(la elección, la designación por el Parlamento o el
Gobierno, el nombramiento por un cuerpo o colegio
profesional, la obtención de una plaza a través de
exámenes u oposiciones), se estará más lejos de la
auténtica división de poderes que si los jueces no
se integran en un orden jerárquico y carecen del sta-
tus de funcionario, manifestándose con autonomía y
personalidad propia, alejados de escalafones, as-
censos y otras características peculiares del siste-
ma funcionaria!.

En el siglo XIX quedó configurada en Inglaterra
una organización judicial que pudiera aparecer con-
traria, en lo que se refiere a la designación de los
jueces, al indicado principio de división de poderes.
El Lord Canciller, que es miembro del Gabinete y
por tanto amovible, dada su condición de persona
de partido, preside la Cámara de los Lores, la más
alta asamblea política. Además es juez, y por ello
preside no sólo la Cámara de los Lores cuando ac-
túa como Tribunal de Justicia, sino también el Co-
mité Judicial del Consejo Privado, el Tribunal de
Apelación y la Sección de Cancillería del Supremo
Tribunal de Justicia. Tiene el derecho de presentar
las personas para cargos de jueces de este Tribu-
nal, previniendo de ello al Primer Ministro y al Se-
cretario de Estado del Interior, que no interviene, sal-
vo que existieren motivos graves. Nombra también
a los jueces de Condado, a los que puede revocar
por incapacidad o mala conducta, y nombra, sus-
pende y revoca a los jueces de paz. Ejerce la ins-
pección general sobre la Administración de Justicia;
convoca y preside las reuniones de jueces, en las
que se acuerdan los reglamentos procesales, se dis-
cuten las cuestiones relativas a la organización de
los circuitos para los jueces itinerantes y se exami-
nan las reformas que deben introducirse en la legis-
lación o en la organización de los servicios judicia-
les. Recibe todas las denuncias, quejas y reclama-
ciones formuladas contra los jueces y les dirige ob-
servaciones y advertencias. Función ésta rigurosa
respecto de los magistrados (jueces de paz) y los
jueces de los tribunales de Condado, mientras que
es permanente moral sobre los jueces de la High
Court. No dependen del Lord Canciller los nombra·
mientas de los jueces pertenecientes al Tribunal de
la Cancillería, cuyas credenciales se emiten en vir-
tud de una declaración del Parlamento, ni los de los
jueces de apelación, destinados por un writ del Se-
cretario de Estado en el Departamento del Interior
(W. V. Holdsworth History 1, The judicial system, pá-
gina 397).

A pesar de su origen, los jueces han gozado en
Inglaterra de un merecido crédito y prestigio por su
rectitud e independencia frente a los demás pode-
res, hasta el punto de que Bentham fue más crítico
con la costumbre de elegir los jueces entre aboga-
dos que con el uso hecho por los Gobiernos de esta



facultad (Organización Judicial, traducción al caste-
llano de Anduaga. Año 1842, página 120 y siguien-
tes). Es reconocido a la judicatura inglesa el mérito
de haber sabido someter al Ejecutivo dentro de la le-
galidad. Mientras que en Francia, y por su influen-
cia en España, se produjo un proceso de autocon-
trol de la Administración, en Inglaterra se consolidó
un sistema de heterocontrol merced al buen hacer
de los jueces. La tradición y la práctica fijaron en
ésta un modelo que, a pesar de interferencias y re-
laciones con otros poderes, ha sido un ejemplo de
independencia frente al poder del que dimana, has-
ta el punto de que se puede deducir su grado de evo-
lución y perfeccionamiento por su actuación en los
conflictos de los ciudadanos frente al Estado y de
éste frente a aquéllos. Se logró un eficaz ejercicio
de la función judicial, evitando que pudiera subordi-
narse a los intereses del Ejecutivo contra los ciuda-
danos, a modo de órgano policial, o que se some-
tiera a posibles abusos del legislativo contra las mi-
norías, secundándolos con persecuciones indivi-
duales.

La polvareda levantada por el reciente nombra-
miento de Vocales para el Consejo General del Po-
der Judicial quedará diluida con el tiempo, si bien ta-
les hechos habrá dejado un poso de desconfianza
que aflorará, sin duda, con ocasión del ejercicio de
las dos potestades, jurídica y políticamente más re-
levantes que ostenta dicho Consejo, cual son la dis-
ciplinaria y la de designar magistrados del Tribunal
Supremo y presidentes de otros tribunales. Conse-
cuencias de tal recelo fueron, durante el mandato
del anterior Consejo, algunas muy fundadas críticas

a su actuación en los dos citados ámbitos. De sin-
gular vehemencia fue la tensión institucional entre el
Consejo General del Poder Judicial y el colectivo ju-
dicial por lo que éste estimó uso indebido de la po-
testad sancionadora con invasión del ámbito estric-
tamente jurisdiccional, lo que, tristemente, no fue
bien comprendido ni interpretado por la ciudadanía,
principalmente por una visión sesgada de los he-
chos, propiciada desde diversas instancias progu-
bernamentales, que torcidamente tacharon la rigu-
rosa, valiente y estricta actuación de los jueces
como una manifestación de «neocorporativismo».

Sería deseable que los Consejeros tuviesen muy
presente aquellos hechos y situaciones, porque las
fundadas dudas sobre la legitimidad de su nombra-
miento, con más o menos acierto y con mejor o peor
intención expresadas durante el proceso de consti-
tución del nuevo Consejo General del Poder Judi-
cial, naturalmente mantendrán una tensa y vigilante
atención respecto de sus decisiones, escrutando
cada uno de sus actos, especialmente cuando el pri-
mero de ellos, cual es la elección de su presidente,
a su vez del Tribunal Supremo, ha confirmado aque-
llos reparos, al haber recaída, entre otros muchos
posibles, en el que el partidismo político había pre-
viamente designado, con lo que, en su primer acuer-
do, han hecho dejación de un valor imprescindible
para su crédito, como es la independencia de crite-
rio, incluso en el supuesto de que el nombrado fue-
se el mejor de los candidatos posibles. La ciudada-
nía necesita y espera un cambio de rumbo para con-
fiar en las instituciones políticas. Este Consejo tiene
la obligación de contribuir a su logro.
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